PROYECTO DE DECLARACIÓN

La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires,

DECLARA

Que vería con agrado que el Poder Ejecutivo Provincial en ejercicio de la facultad de control administrativo, revoque por razones de legitimidad, la Resolución nro.518/2006 emitida por el interventor de la entidad autárquica  Instituto Provincial de Lotería y Casinos dictada en fecha 24/07/06. 

FUNDAMENTOS

La Constitución de la Provincia de Buenos Aires, vértice de la pirámide jurídica bonaerense, en su art.37 establece: “Todos los habitantes de la Provincia gozan del derecho a recibir, ...las utilidades producidas por los juegos de azar, debidamente creados y reglamentados por ley”.

Por Decreto nro.1170/ 92 se crea el Ente Autárquico de derecho público denominado Instituto Provincial de Lotería y Casinos. De esta manera el P.E. otorga personería jurídica a dicho Instituto, y establece en el art.3 inc.d) de su Carta Orgánica, como fin “explotar por si o por intermedio de Agencias los juegos a que ser refiere el art.2.”.

El parlamento provincial, por Ley 13470 define el concepto de “juego de azar, apuestas mutuas y actividades conexas” y reprime el Juego Clandestino.

El Interventor del Instituto Provincial de Lotería y Casino, ha dictado una serie de Resoluciones administrativas con efectos jurídicos generales, en franca contradicción al espíritu de la norma Constitucional. 

Por Resolución nro 2679/02, se implementa el Reglamento de Permisionarios Oficiales para la comercialización de los Juegos de azar, por intermedio de los denominados “Permisos Precarios”.

Recientemente, por Resolución nro.518/2006, el interventor del Instituto crea los Centros Oficiales de Quiniela, con el fin de reordenar la red de ventas, haciendo un expreso reconocimiento en los considerandos de la resolución, de la existencia de “juego clandestino”. 

Lo preceptuado constitucionalmente sobre la reglamentación de los Juegos de Azar, debió generar actos de regulación generados por el Poder Legislativo conforme lo autoriza expresamente su art.37

De ello se deduce que el Poder Ejecutivo debió respetar la “Zona de Reserva de la Ley”, absteniendo de estatuir sobre materias reservadas a la competencia del Legislador.

De esta manera existe una superposición de resoluciones administrativas generales, emitida por autoridad inferior, contrapuestas entre si, que afectan derechos adquiridos de quienes ejercen la actividad (agencias oficiales).
No se debe desconocer que la seguridad jurídica es un principio construido en tutela de los derechos individuales, y no en refuerzo de la potestad pública y en contra de los derechos individuales que afecta a quienes se hallan en condiciones reglamentarias.

Es así como la Cámara de Agentes Oficiales de Lotería y Afines Bonaerense, quienes viéndose afectados en sus derechos peticionaron ante las autoridades con fecha 17 de agosto de 2006, sin respuesta aún a sus reclamos. 

Todo el actuar de la administración debe estar sometido al principio de sumisión a la ley y a las normas jerárquicamente superiores y control jurisdiccional para hacer efectiva dicha sumisión.

En virtud de las irregularidades descriptas, la resolución debe ser revocada por razones de legitimidad en sede administrativa, por ser una normativa inferior que se halla en franca contradicción a la carta orgánica del Instituto Provincial de Lotería y Casino (inc. d) art.3. y a la Carta Magna de la Provincia.

